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Santiago, veintisiete de septiembre del año dos mil doce.

Vistos:

En estos autos rol Nº 5239-2010 sobre juicio ordinario de declaración de prescripción, caratulados “Factoring Security S.A. con Municipalidad de Antofagasta”, la demandante dedujo recurso de casación en el fondo contra la sentencia de la Corte de Apelaciones de la referida ciudad que confirmó la sentencia de primera instancia que rechazó en parte la demanda interpuesta.

Se trajeron los autos en relación.

Considerando:

Primero: Que el recurso denuncia la infracción del  artículo 2523 del Código Civil en relación con el artículo 2503 del mismo cuerpo legal, por cuanto se debió acoger totalmente la excepción de prescripción deducida al no ser factible estimar como requerimiento apto para interrumpir la prescripción una mera carta de cobranza de la Tesorería Municipal, la que ni siquiera se acreditó que efectivamente haya sido enviada a su destinatario, misma que no supone actividad judicial alguna.

Indica que la voz requerimiento como acto idóneo para interrumpir la prescripción debe referirse a la notificación válida de la demanda, pues la interpretación sistemática de los artículos 2523 y 2524 del Código Civil debe atender también a lo dispuesto en el artículo 2503 del citado Código que define la interrupción civil y que por mandato legal está constituida por la válida notificación de la demanda. 

Se comete la infracción al estimar la sentencia que basta para interrumpir la prescripción una actuación extrajudicial que en la especie se materializó en una citación efectuada en el mes de julio de 2007, estimando que habría operado el fenómeno de la “interversión” transformando la prescripción de corto tiempo en una de largo tiempo y en consecuencia sólo se encontrarían prescritas aquellas patentes respecto de las cuales se acoge la demanda, lo que no resulta efectivo atendida la inexistencia de un requerimiento válido.

Segundo: Que el recurso explica que las infracciones de ley denunciadas influyen sustancialmente en lo dispositivo del fallo por cuanto, de no haberse producido aquellas, la sentencia habría revocado la de primera instancia en la parte que no acogió la demanda y procedido a acogerla en todas sus partes, por lo que pide se invalide el fallo y se dicte sentencia de reemplazo que revoque la de primer grado en la parte que desestimó la demanda.

Tercero: Que para entrar al análisis del recurso es preciso tener presente que los jueces del mérito dieron por legalmente establecido:

1.- Que las patentes municipales tienen un plazo de prescripción de tres años, el que se contabiliza desde que la obligación se hace exigible, esto es, desde que vence el plazo para pagar las respectivas patentes en los meses de enero y julio de cada año.

2.- Que este tipo de prescripciones no admite suspensión y sólo se interrumpe –en lo que dice relación con el recurso en alzada- desde que interviene un requerimiento.

3.- Que la demandada remitió a la demandante una citación en el mes de julio de 2007, relativa a las patentes municipales adeudadas.


Cuarto: Que con el mérito de los antecedentes reseñados los jueces del fondo resolvieron confirmar la sentencia en la parte que desestimaba la demanda, razonando que la comunicación remitida por la demandada en el mes de julio del año 2007 constituyó un requerimiento que interrumpió la prescripción de corto tiempo, aplicable en la especie de conformidad a lo prevenido en el artículo 2521 del Código Civil y que habiendo operado en virtud de ello la interversión de la prescripción, sucedió a la prescripción de corto tiempo la del artículo 2515 del mismo Código, comenzando desde esa fecha un plazo de cinco años para exigir el cumplimiento de la obligación el cual no alcanzó a transcurrir íntegramente en este caso, situación fáctica que se concluye del cómputo del tiempo contabilizado desde la fecha del requerimiento, en el mes de julio de 2007, hasta el día de la presentación de la demanda el día 7 de mayo de 2009.

Quinto: Que para un adecuado análisis de los errores de derecho invocados por el recurrente de casación cabe tener presente que las citas de disposiciones legales denunciadas, expuestas previamente en el motivo primero, tienen por objeto sustentar fundamentalmente dos argumentos destinados a rebatir las conclusiones de los jueces del mérito, sosteniendo que al razonar de la manera en que lo hicieron y rechazar la demanda de prescripción de las patentes municipales correspondientes al segundo semestre del año 2004 y al primer semestre del año 2005, habrían incurrido en infracción de ley.


Así, el recurso de casación en el fondo arguye: 1.- que la sentencia otorga al término “requerimiento” del artículo 2523 del Código Civil un alcance que no se ajusta a derecho, pues resulta natural y obvio, a su juicio, que su genuino sentido es el de un “requerimiento judicial”, entendido como demanda u otro recurso judicial intentado por el acreedor para conseguir el pago de su pretensión; y 2.- que la citación datada en el mes de julio del año 2007 no constituye un requerimiento suficiente para interrumpir la prescripción de corto tiempo.

Sexto: Que sobre el particular el inciso primero del artículo 2521 del Código Civil establece que “Prescriben en tres años las acciones a favor o en contra del Fisco y de las Municipalidades provenientes de toda clase de impuestos”.

Que por su parte el artículo 2523 del aludido cuerpo legal dispone que: “Las prescripciones mencionadas en los dos artículos precedentes corren contra toda clase de personas, y no admiten suspensión alguna. Interrúmpense:

1º.-Desde que interviene pagaré u obligación escrita, o concesión de plazo por el acreedor.

2º.- Desde que interviene requerimiento.

En ambos casos sucede a la prescripción de corto tiempo la del artículo 2515.”

Séptimo: Que al haberse referido el artículo 2523 del Código Civil al término “requerimiento” sin precisar qué debe entenderse por ello, se ha planteado doctrinal y jurisprudencialmente la clásica cuestión de decidir si es necesaria para interrumpir las prescripciones de corto tiempo -prevenidas en los artículos 2521 y 2522 del citado cuerpo normativo-, la existencia de un requerimiento judicial o si basta con uno extrajudicial.

Los profesores Barros Errázuriz, Alessandri, Lira y Fueyo, entre otros, han apoyado la doctrina que sugiere que el requerimiento necesario para interrumpir las prescripciones de corto tiempo de las aludidas disposiciones legales debe ser siempre judicial, tesis que se ajusta a aquella que constituye la norma general en nuestra legislación civil en materia de interrupción de la prescripción.

En la posición contraria se encuentran los catedráticos Somarriva, Domínguez, Abeliuk y Rioseco, entre otros, quienes sostienen que el requerimiento a que alude el artículo 2523 del Código Civil puede ser extrajudicial, basando dicha afirmación en el sentido natural y obvio del término en cuestión, en la historia de su establecimiento, en la naturaleza de las prescripciones de corto tiempo y en el hecho de que sólo esta perspectiva otorga sentido y aplicación a la institución de la interversión de la prescripción.

Respecto del sentido de la expresión, se ha señalado por esta Corte Suprema que “En ciencia jurídica, requerimiento es el acto judicial o extrajudicial por el cual se exige a una persona que haga o no haga alguna cosa o que exprese una actitud o respuesta…” (C.S., 14 de julio de 1967, R., t. 64, sec. 1ª, pág. 236).

Por otra parte, la historia del establecimiento de la disposición legal revela que en el Proyecto de 1847 el artículo 727 -que corresponde al actual 2523-, en su numeral segundo hacía referencia a la “demanda judicial”, al igual que el artículo 2705 del Proyecto de 1853; y que sin embargo, el artículo 2705 del Proyecto Inédito que contiene la redacción definitiva, sustituyó la expresión “demanda judicial” por “requerimiento”.

En relación a la interversión de la prescripción, se ha dicho que “…al menos en nuestro sistema procesal, si el requerimiento consiste en una demanda judicial notificada legalmente, no se observa como procedería la interversión, porque esa demanda, si se hace dentro del plazo de prescripción, la interrumpe; pero no hay interversión posible, porque el juicio debe continuar y si termina en sentencia a favor del acreedor, no hay otra prescripción que pueda comenzar a correr, pues a éste sólo queda ejecutar la sentencia para obtener el pago, a menos que deje transcurrir los plazos para ello y prescriba su derecho a la ejecución. Si favorece al deudor, éste habrá sido absuelto y tampoco hay otra prescripción que corra a su favor. La regla estaría así de más por no tener utilidad. Pero si se entiende que un requerimiento extrajudicial es interruptivo, entonces ella adquiere eficacia, porque el acreedor habrá así impedido el curso de la prescripción y a ella se sustituye la nueva prescripción de largo tiempo, la que sí para ser interrumpida a su vez necesita demanda judicial.”. (“La Prescripción Extintiva”, Ramón Domínguez Águila, Editorial Jurídica, año 2004, pág. 352);

Octavo: Que según Planiol y Ripert, son causas de interrupción aquellos hechos cuya realización destruye el efecto útil del tiempo ya transcurrido, por revelar en el acreedor o en el deudor la voluntad de afirmar nuevamente la existencia de la obligación o de ejercitar o dejar de ejercitar las prerrogativas derivadas de ellas (Ob. citada, T. 7º,  pág. 697). 

La interrupción de la prescripción es “un hecho de reconocimiento de la obligación por parte del deudor o de ejercicio judicial del derecho por el acreedor, cuyo efecto es anular el tiempo transcurrido” (Fernando Fueyo Laneri. Derecho Civil, Imp. y Lit. Universo S.A. Valparaíso 1958, T. 4º, pág. 255).

El silencio o inacción del acreedor, requisito que ha de concurrir para que la prescripción extintiva se consume, se rompe, sin embargo, cuando media un acto de interrupción. Para que haya interrupción deben concurrir los siguientes requisitos: demanda judicial; notificación legal de la demanda; que no haya desistimiento de la demanda o abandono de la instancia; y que el demandado no haya tenido sentencia de absolución. 

La expresión “demanda judicial” significa cualquier gestión del acreedor efectuada ante la justicia con el objeto de exigir directamente el pago, o preparar o asegurar el cobro. Así lo ha resuelto la jurisprudencia al expresar: “El Código de Bello al tratar la interrupción civil de la prescripción (arts. 2503 y 2523 N° 2) emplea indistintamente los términos “recurso judicial”, “demanda judicial” y “requerimiento”. Esto demuestra que el medio para interrumpir civilmente la prescripción es cualquier gestión que se haga por el titular de un derecho ante los tribunales a fin de poder gozarlo, sea accionando directamente contra quien se lo niega o perturba o  impetrando ante ellos el medio para ejercitar su acción. 

Pero no basta la presentación de la demanda para interrumpir la prescripción, la demanda debe notificarse al deudor y la notificación ha de cumplir los requisitos establecidos en la ley; si posteriormente se anula la notificación efectuada no se ha interrumpido la prescripción.

Noveno: Que ahora bien, en relación al asunto materia del recurso es necesario precisar que la citación datada julio de 2007 efectuada por la Municipalidad de Antofagasta no puede tener el carácter de requerimiento pues no cumple con ninguno de los requisitos que se han señalado en el motivo anterior, por cuanto sólo se trata de una simple misiva que contempla la invitación a solucionar la deuda, misma que de lo contrario, según señala el referido documento, será remitida a cobranza.

Décimo: Que atendido lo razonado, esta Corte estima que la citación enviada por la Municipalidad de Antofagasta en el mes de julio de 2007 no ha tenido el carácter de requerimiento a que alude el artículo 2523 del Código Civil, y por ende a la prescripción de corto tiempo prevista en el artículo 2521 del mismo código no le siguió aquel plazo establecido en el artículo 2515 del citado cuerpo legal, por lo que, habiendo sido presentada la demanda el 7 de mayo de 2009, es dable concluir que alcanzó a transcurrir íntegramente el plazo de tres años a que hace referencia el artículo 2521 del Código Civil, que de conformidad con el artículo 2522 del citado cuerpo normativo no admite suspensión alguna.

Undécimo: Que de acuerdo a lo señalado, y al haber resuelto los jueces del fondo de la forma en que lo hicieron, han cometido un error de derecho en la aplicación del artículo 2523 N° 2 del Código Civil, el que ha influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo por cuanto incidió en la decisión de desestimar la demanda deducida.

 Y de conformidad asimismo con lo que disponen los artículos 764, 765, 785 y 805 del Código de Procedimiento Civil, se acoge el recurso de casación en el fondo deducido por la demandante en lo principal de la presentación de fojas 114 contra la sentencia de once de junio de dos mil diez, escrita a fojas 112, la que por consiguiente es nula y se la reemplaza por la que se dicta a continuación. 

Regístrese.

Redacción a cargo del Ministro Sr. Muñoz.

Rol 5239-2010.- 
Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Suprema, Integrada por los Ministros Sr. Sergio Muñoz G., Sr. Héctor Carreño S., Sr. Pedro Pierry A., Sra. María Eugenia Sandoval G., y el Abogado Integrante Sr. Arturo Prado P. No firman, no obstante haber concurrido al acuerdo de la causa, el Ministro señor Muñoz por estar en comisión de servicios y la Ministro señora Sandoval por estar con feriado legal. Santiago, 27 de septiembre de 2012. 

Autoriza la Ministra de Fe de la Excma. Corte Suprema.

En Santiago, a veintisiete de septiembre de dos mil doce, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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